[image: image1.jpg]




Pág. 24
Exp. 467/2020-3
[image: image2.jpg]


Pág. 25
Exp. 467/2018-3

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 467/2020-3

ACTOR: ********AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 
MAGISTRADO: 

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:
LICENCIADA DIANA CAROLINA MONTELONGO ORTIZ 
San Luis Potosí, S.L.P., a dos de febrero de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 467/2020-3 promovido por ******** contra actos del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha veintisiete de julio de dos mil veinte, se tuvo por recibido escrito signado por ******** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado; por la nulidad de “La Resolución del procedimiento administrativo de responsabilidades número EPRA-009/2019, notificada el día 12 de marzo de 2020”; de lo cual tuvo conocimiento el día 12 de marzo de dos mil veinte. En el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de  veintiséis de octubre de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, de lo cual se dio vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; en el propio auto se proveyó sobre las pruebas de las partes, y se ordenó girar oficios a la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Estado, para que remitieran a este Tribunal los informes solicitados por la autoridad demandada. En proveído de cuatro de diciembre de dos mil veinte, se tuvo a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Estado y a la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo, por rindiendo los Informes que fueron ofrecidos como prueba por la autoridad demandada, dejándose a la vista de las partes para que manifestaran lo que a sus intereses convenga, en el mismo auto se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio. La cual se verificó el once de enero de dos mil veintiuno, con asistencia del delegado de la autoridad demandada, se dio cuenta con las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por las partes, y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente.
Con base en lo anterior, esta Sala es competente para conocer y resolver el presente juicio, conforme a lo dispuesto por los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 3° fracción II, 18 fracción I y 19 fracción III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; en virtud de que se impugna una resolución definitiva que sanciona al accionante, en aplicación de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dictada por el Órgano Estatal de Control de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico de conformidad con numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación de la copia certificada de la resolución impugnada de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veinte, dictada dentro del Expediente de Responsabilidades Administrativas número EPRA-009/2019, documento público visible en fojas 13 a 38 de los autos.

La personalidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de que exhibió copia certificada del nombramiento que le fue conferido, documento visible en fojas 47 y 48 del sumario.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en: La resolución de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veinte, dictada en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número EPRA-009/2019,********emitida por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado. 
Respecto de la pretensión del actor, éste reclama la nulidad de la resolución impugnada, y por su parte, la autoridad demandada sostiene la legalidad de la misma.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que éste órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, con registro 221332, que dice:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada, en su escrito de contestación opuso las excepciones de improcedencia de la acción y sine actione agis; señalando que la resolución impugnada se dictó en apego a la legalidad, debidamente fundada y motivada, cumpliendo con las formalidades establecidas, y que corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de la misma; a ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio.

Siendo aplicable por analogía la jurisprudencia P./J. 135/2001, pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, Tomo XV, Enero de 2002, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 187973, que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas de 3 a 8 de autos, los que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos. ...”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al análisis y resolución de fondo de los conceptos de impugnación, que se estudian en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.
En esa tesitura, se procede al estudio de los Conceptos de Impugnación Primero y Segundo, los que se analizan en forma concatenada por estar vinculados entre sí en cuanto a la falta de acreditación de la responsabilidad imputada al actor, y se examinan juntamente con las diversas constancias que obran en autos ofrecidas por las partes. 
Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia (IV Región) 2o. J/5 (10a.), pronunciada por el Segundo Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, publicada en el Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 2011406, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”
Conceptos de impugnación, que en la parte medular, refieren: 
“PRIMERO.- ME CAUSA AGRAVIO LA ILEGAL SANCIÓN... en razón de que el suscrito en el momento de los hechos, el nombramiento era Supervisor nivel 5 de la Secretaría de Seguridad Pública, actualmente es nivel 5 con nombramiento de técnico no especializado. Por lo que la autoridad responsable no fundó ni motivó de manera correcta, la responsabilidad que tenía al nivel 5...”

“SEGUNDO.- Me causa agravio la ilegal sanción dictada al suscrito en razón de que nunca se contempló, que el suscrito no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos que se me imputan...”
“...impone una responsabilidad que no aplica... no incumplí en ninguna falta administrativa.

“...es evidente que el suscrito no tiene ningún tipo de responsabilidad en el asunto, y por tanto es arbitraria e ilegal la amonestación (sic) que se me pretende realizar...”
Conceptos de impugnación que resultan infundados de acuerdo con lo siguiente:
El actor se duele, de que la autoridad demandada no fundó ni motivo la responsabilidad que le fue imputada, ya que al momento en que ocurrió la conducta por la que fue sancionado, tenía el puesto de Supervisor Nivel 5, y que por ello no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos investigados y no incurrió en ninguna falta administrativa; argumentos que resultan infundados, ya que independientemente del nombramiento que ostentaba en la fecha que ocurrieron los hechos, lo cierto es, que se desempeñaba como Asesor Jurídico y tenía dentro de sus funciones asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tuviera contacto con la autoridad, lo que se desprende de lo señalado por el propio actor en los puntos 1 y 2 de los hechos de su demandada, que en la parte medular dicen :
“VIII.- HECHOS QUE CONSTITUYEN ANTECEDENTES DE LA DEMANDA...”

“1.- El suscrito me desempeñaba como asesor jurídico, adscrito a la unidad de asesoría jurídica en el módulo de atención de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas (CEEAV), físicamente se encontraba en las oficinas de la PROCURADURÍA, área de atención temprana...”
“2.- El suscrito me encontraba adscrito al área de asesoría de atención temprana de Procuraduría, en el turno matutino, mi obligación Asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tenga contacto con la autoridad; ...”
[Énfasis añadido]
De lo que deriva la confesión expresa del actor, en el sentido de que las funciones que tenía asignadas eran las de Asesor Jurídico, con la consecuente obligación de “Asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tenga contacto con la autoridad”; y toda vez que la conducta por la que fue sancionado en la resolución impugnada en este juicio de nulidad, consistió en que: “fungió como Asesor Jurídico en dos asuntos cuyas víctimas se encuentran relacionadas, pero con intereses opuestos”, la cual en ningún momento fue controvertida por el actor en el presente juicio; se le tiene por confesando y aceptando que se desempeñaba como asesor jurídico y tenía dentro de sus funciones la de fungir como asesor de las víctimas, confesión que hace prueba plena en su contra en términos de lo dispuesto por la fracción I del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, contrario a lo que señala en los conceptos de impugnación, sí tenía responsabilidad en los hechos que le fueron atribuidos; de ahí que resultan infundados los conceptos de impugnación en la parte que se estudia. 
Sentado lo anterior, se procede al estudio del concepto de impugnación Tercero, que se refiere a la calificación de las pruebas que acreditan la responsabilidad del actor, y que en la parte conducente refiere:
 “TERCERO.- Me causa agravio la calificación de la pruebas mismas que según la autoridad ahora demandada acreditan la responsabilidad con las manifestaciones directas de quien no tiene un interés jurídico en el asunto, mismo que no funda ni motiva correctamente en qué circunstancia de tiempo modo y lugar, calificó la conducta que se me imputa, y como es que la Contraloría... le da Valor a dicha Manifestación, está valorando las manifestaciones hechas en ese acto lo que no puede ser materia de esta valoración...”
Concepto de Impugnación que resulta inoperante por insuficiente, ambiguo y superficial, toda vez que los argumentos que esgrime el actor son insuficientes para determinar la ilegalidad del acto, ya que no formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir la calificación de las pruebas que tomó en consideración la autoridad para tener por acreditada la responsabilidad del actor, lo que hace inoperante este concepto de impugnación, pues los argumentos que vierte, no son suficientes para resolver en cuanto a ello, dado que no son la relación razonada que ha de establecerse entre los actos emitidos por la autoridad demandada y los derechos fundamentales que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos, siendo que son características que deben de reunir los conceptos de impugnación para que puedan ser materia de estudio, en tanto que lo que aquí argumenta el demandante son meros señalamientos dogmáticos, sin precisar argumentos tendientes a combatir la ilegalidad del acto impugnado, por indebida valoración de pruebas. 
Ello es así, pues se limitó a realizar afirmaciones, consistentes en que, le “causa agravio la calificación de las pruebas que según la demanda acreditan su responsabilidad de quien no tiene interés jurídico en el asunto, que sin fundar ni motivar correctamente las circunstancias de modo tiempo y lugar calificó la conducta, y le da valor a las manifestaciones hechas en ese acto”; sin precisar a qué prueba se refiere en este concepto de impugnación y que dice fue indebidamente calificada por la autoridad demandada, ello aunado a que tampoco menciona a qué persona se refieren las manifestaciones directas y que dice no tiene interés jurídico; por lo que sus afirmaciones resultan ambiguas e insuficientes para atacar la calificación de las pruebas o desvirtuar el acto impugnado, pues nada señaló al respecto, ni en qué consisten los agravios que dice se le ocasionaron respecto de los puntos que indica, resultando ambiguo y superficial lo manifestado en tal concepto, pues no logra establecer con precisión la causa de pedir; y como no fueron dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto impugnado, deben calificarse de inoperantes.
Es aplicable a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia I.4o.A. J/48, del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 2121, tomo XXV, enero de 2007, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 173593; que establece:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez. …”
Asimismo, tiene aplicación la Tesis aislada pronunciada por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, publicada en la página: 113, Tomo: VII, enero de 1991, Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, con registro 223649, que a la letra dice. 

“AGRAVIOS INOPERANTES, CUANDO NO COMBATEN LA PARTE MEDULAR DE LA SENTENCIA. Cuando el quejoso en sus agravios expresa razonamientos que no combaten la parte medular de la sentencia, es inconcuso que sus argumentos son inoperantes.”
SÉPTIMO.- Esta Sala procede al análisis del Cuarto concepto de impugnación, que estudia en forma vinculada con el concepto de impugnación Primero, al estar relacionados entre sí, en la parte que se refieren a la indebida fundamentación y motivación en la aplicación de la sanción de suspensión del empleo, cargo o comisión por diez días, que fue impuesta al actor en la resolución combatida, así como la falta de estudio de las atenuantes de responsabilidad; los que se examinan con las diversas constancias que obran en autos ofrecidas por las partes; mismos que medularmente, refieren: 
“PRIMERO.-...”

“... De conformidad con el artículo 72 de la Ley aplicable en mi caso dice: 

“ARTÍCULO 72. ...”

Por este motivo al no ser un hecho grave, no generar un daño o perjuicio, y ser considerado como primera vez...DEBE... abstenerse de sancionar al infractor.”
“ARTÍCULO 76. ...” 

“...Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempernaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: ...” 
“CUARTO.- Me causa agravio la ilegal sanción dictada al suscrito en razón de que... además de ser excesivo, porque no fueron considerados los siguientes supuestos:” 

“... La calificación que se dio a la sanción es excesiva, y de conformidad con el artículo 72 de la ley aplicable al momento de los hechos, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyen delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.”

“Toda vez que no existe gravedad en la presunta acción del servidor, no genera daño ni perjuicio, y en caso de ser considerada falta sería la primera, debe de considerarse como no grave, siendo calificada de manera inadecuada y excesiva...”.
[Énfasis añadido]
Del estudio y análisis de los argumentos transcritos, esta Sala determina que resultan fundados y suficientes, para decretar la nulidad de la resolución que se impugna, toda vez en el procedimiento sancionador se dejaron de aplicar las disposiciones legales debidas, según precisa en los siguientes párrafos.
La parte actora se duele de que el órgano de control demandado, al imponer la sanción en la resolución impugnada, no valoró las atenuantes que existieron a su favor, pues omitió considerar que conforme a lo dispuesto en el artículo 72 de la ley aplicable al momento de los hechos, la autoridad demandada podía abstenerse de sancionarlo, toda vez que no hubo gravedad en la presunta acción que le fue atribuida, ya que con ella no se generó daño ni perjuicio, y tampoco existió reincidencia, por lo que la falta debió de considerarse como no grave, y que al no hacerlo así, su conducta fue calificada de manera inadecuada y la sanción que se le impuso fue excesiva.
En ese sentido, le asiste la razón a la parte actora, toda vez que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 de Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al inicio del procedimiento del que emana el acto impugnado, en relación con lo establecido en el artículo 109 Constitucional, la autoridad sancionadora debe abstenerse de sancionar a los servidores públicos investigados, cuando se actualicen las hipótesis previstas en el propio numeral; estando obligada a verificar que se den las hipótesis normativas para la abstención de imponer sanciones, por lo que solo debió constatar que efectivamente se actualizaran, ello en razón de que los supuestos específicos que generan la acción de prescindir se encuentran previstos como una facultad reglada, pues la propia Ley aplicada al procedimiento sancionador prevé la conducta específica que se debe seguir ante la actualización de las hipótesis que la misma exige, numerales en comento que a la letra dicen:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:” 

“... III.  Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. ...”
[Énfasis añadido]

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

“ARTICULO 72. Las autoridades a que se refiere este Capítulo, en los ámbitos de su competencia, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.”
[Énfasis añadido]

Por lo que, la autoridad sancionadora debió valorar, que en el caso en estudio se actualizan los supuestos previstos en el artículo 72 que ha sido transcrito, es decir, que debe abstenerse de sancionar por una sola vez, que se trató de hechos que no revisten gravedad, ni constituyeron delito, y que no se causaron daños o perjuicios; ello aunado a que el servidor público investigado no obtuvo beneficios económicos, no existió afectación al Estado, ni perjuicio a la colectividad, pues no se dejó de prestar el servicio y tampoco se vio suspendido; en consecuencia, la autoridad sancionadora se encontraba vinculada a aplicar en beneficio del hoy actor la facultad reglada prevista en el artículo 72 anteriormente transcrito, y, con base en ello, estaba obligada a abstenerse de sancionarlo, al ubicarse en el supuesto establecido en el citado numeral.
Sin que pase inadvertido a esta Sala que, en el considerando Sexto de la resolución recurrida, al valorar el elemento establecido en la fracción I del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, “Gravedad de la responsabilidad en que se incurrió”; señala que la conducta atribuida al hoy actor fue grave, por considerar que existió una afectación en el servicio público y los perjuicios a la colectividad, ello tomando en cuenta que existen victimas afectadas en las carpetas de investigación en las que fungió como asesor, y que por ello incurrió en una conducta grave pues dejó de garantizar la esfera de derechos humanos  tutelados hacia las víctimas, consagrados en las fracciones I y II del artículo 20 Constitucional; así como lo previsto en la Ley de Víctimas para el Estado de San Luis Potosí y su Reglamento, ya que al estar relacionadas las partes a las que asesoraba en ambos casos, no debió ostentar dichos encargos en forma simultanea; pero sin precisar de manera clara y concisa, como fue que las personas a la que asesoraba se vieron afectadas en los derechos humanos tutelados por las facciones que refiere del numeral 20 Constitucional; pues si bien es cierto, el hoy actor fungió como asesor en los dos asuntos cuyas víctimas se encuentran relacionadas; también lo es, que esta conducta por sí sola, no implica violación al numeral y facciones en comentó, en consecuencia, tampoco genera gravedad en la conducta, como erróneamente refiere la autoridad demandada.

Lo anterior aunado a que tampoco refiere en que consistió la deficiencia en el servicio y los supuestos perjuicios a la colectividad, pues no se precisa que daño en concreto sufrió el denunciante, o en qué consistió en forma específica, la afectación que dice fue generada con la conducta del servidor público a las víctimas afectadas en las carpetas de investigación; siendo insuficiente la mención que hace la demandada de que existen victimas afectadas en ambas carpetas de investigación, y que el actor omitió observar su derecho a ser asistidos y conocer sus derechos tutelados en la Ley de Víctimas del Estado y su Reglamento, pues, en primer término el hecho de que existan victimas afectadas en ambas carpetas de investigación, no genera por sí solo la gravedad en la conducta investigada, ya que el carácter de víctimas en ambos casos, no es consecuencia de la actuación del servidor público investigado, sino de la propia naturaleza de las carpetas de investigación; y en segundo lugar, no detalla cómo es que llegó a concluir que las víctimas no fueron asistidas y que tampoco se les dieron a conocer sus derechos, pues solo dice que el actor fungió como asesor en ambas carpetas de investigación, lo que se reitera, no genera gravedad en la conducta investigada, en razón de que la conducta no puede agravarse, sólo porque según la autoridad demandada, de la misma pueda inferirse que existen víctimas afectadas en ambas carpetas de investigación, y que el actor omitió observar su derecho a ser asistidos y conocer sus derechos tutelados en las fracciones I y II del artículo 20 Constitucional; así como lo previsto en la Ley de Víctimas para el Estado de San Luis Potosí y su Reglamento; argumentos que carecen de sustento alguno para determinar como grave la conducta investigada, máxime que nunca fue señalada una lesión o afectación al Estado por esa circunstancia. 

En consecuencia, resulta ilegal la calificación de la conducta como grave, ya que al calificarla no solo debió concretarse a la conducta irregular atribuida al inicio del procedimiento instaurado en su contra, sino remitirse a los daños acreditados en el procedimiento por parte de la autoridad sancionadora; precisando de cuáles de los hechos originalmente atribuidos y debidamente acreditados, deriva la gravedad de la conducta, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa, ya que versó sobre argumentos dogmáticos o genéricos, que consistieron en transcribir la conducta investigada, y señalar que fue grave porque existen victimas afectadas en las carpetas de investigación en las que fungió como asesor y que por ellos se considera que existió una afectación en el servicio público y perjuicios a la colectividad; lo que se reitera, no fue demostrado en autos de ese procedimiento administrativo.

Cabe destacar que la propia autoridad demandada, al valorar en la resolución impugnada el elemento contenido en la fracción III del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, sostuvo que no existe un beneficio, daño o perjuicio derivado de la falta de cumplimiento de las obligaciones, por lo que al establecer que no existen, no se encuentran demostrados en el expediente del procedimiento disciplinario. Por lo tanto, al resultar incongruente la causa de la calificación de gravedad de la responsabilidad, con la ausencia total de lesión o afectación de los intereses del Estado, la conducta irregular del infractor debe calificarse como no grave; habida cuenta que en la calificación de gravedad de la responsabilidad administrativa, sí influyen las cuestiones económicas derivadas de los daños o perjuicios y los beneficios señalados, acorde con lo ordenado en el artículo 113 Constitucional antes de las reformas del 27 de mayo de 2015, y actualmente artículo 109 fracción III de la Carta Magna, en el sentido de que: las sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. Luego entonces, para agravar la responsabilidad, deben estar demostrados todos los elementos o factores correspondientes, entre ellos, los beneficios económicos obtenidos por el responsable y los daños o perjuicios patrimoniales causados, así como demostrar la afectación sufrida en el servicio público y los perjuicios a la colectividad.

Corrobora lo anterior, el criterio sostenido en la Tesis de Jurisprudencia 2ª./J. 139/2009, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de tesis 240/2009; publicada en la Página: 678, Tomo XXX, Septiembre de 2009, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Registro: 166295, que dice:
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 13 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO ESTABLECE LIMITATIVAMENTE LAS CONDUCTAS QUE PUEDEN CALIFICARSE COMO GRAVES POR LA AUTORIDAD SANCIONADORA. El artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos determinarán sus obligaciones y las sanciones aplicables, así como los procedimientos y las autoridades facultadas para aplicarlas, a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones. Asimismo, de la exposición de motivos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, se advierte que parte de su objeto fue reducir la discrecionalidad de las autoridades en la imposición de las sanciones administrativas, evitando conductas arbitrarias contrarias a los derechos de los trabajadores al servicio del Estado, e impidiendo actos a través de los cuales pretenda eludirse la imposición de una sanción a los servidores públicos infractores de dicho ordenamiento. Por lo anterior, el legislador dispuso en el antepenúltimo párrafo del artículo 13 de la ley citada, que en todo caso el incumplimiento a las obligaciones previstas en las fracciones VIII, X a XIV, XVI, XIX, XXII y XXIII del artículo 8 de la propia ley se considerará como grave para efectos de la sanción correspondiente, lo cual constituye una limitación para la autoridad sancionadora, pues al ubicar la conducta irregular de un servidor público en las referidas fracciones, deberá indefectiblemente calificarla como grave. Lo anterior no significa que tales infracciones sean las únicas que pueden catalogarse como graves por la autoridad sancionadora, pues el indicado artículo 13 no acota sus facultades para clasificar así a las infracciones no señaladas en su antepenúltimo párrafo, por lo que en ejercicio de sus atribuciones legales puede determinar, dentro del marco legal aplicable a las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, si las infracciones a las obligaciones previstas en las fracciones I a VII, IX, XV, XVII, XVIII, XX, XXI y XXIV del artículo 8 de la ley de la materia resultan graves o no, atendiendo a las circunstancias socioeconómicas, nivel jerárquico, antecedentes del infractor, antigüedad en el servicio, condiciones exteriores y los medios de ejecución, la reincidencia en el incumplimiento de obligaciones y el monto del beneficio, daño o perjuicio derivado del incumplimiento de dichas obligaciones. …”

[Énfasis añadido]

Así como la Tesis Aislada XVI.1o.A.45 A (10a.), expedida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, publicada en la página 1290, Libro 8, Julio de 2014, Tomo II de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Registro: 2006939, que reza:
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA OMISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE UNA DISPOSICIÓN LEGAL NO GENERA, PER SE, LA DEFICIENCIA EN EL SERVICIO QUE CONSIGNAN LOS ARTÍCULOS 7 Y 8, FRACCIONES I Y XXIV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, PUES EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DEBE ACREDITARSE EL PERJUICIO A LA COLECTIVIDAD. El principio de tipicidad es extensivo a las infracciones y sanciones administrativas; implica que, si cierta disposición establece una conducta generadora de responsabilidad administrativa, dicho actuar del servidor público debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía ni por mayoría de razón. Así, al analizar la legalidad de una resolución administrativa que finca esa responsabilidad, corresponde verificar si la determinación se adecua con exactitud a la hipótesis jurídica con base en la cual se sanciona al servidor público. En ese orden de ideas, la omisión, por una ocasión, de cumplimiento de una disposición legal no genera, per se, la deficiencia en el servicio que consignan los artículos 7 y 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en tanto que el servicio público está dirigido a la colectividad y la deficiencia en su prestación implicará un agravio a ésta. Lo que se explica al considerar que los servidores públicos están obligados a observar, en todo momento, las disposiciones que rigen su proceder, entre éstas, el numeral referido en segundo término, pero dicha norma persigue, ante todo, que el servicio público no se vea interrumpido, que no se genere deficiencia y no exista ejercicio indebido en el cargo o comisión. Por tal motivo, se torna indispensable acreditar en el procedimiento sancionador, no sólo la infracción de una norma sino, además, las consecuencias generadas por ésta, es decir, si por el actuar de la autoridad, el servicio dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resintió un perjuicio. …”

En ese tenor, la sanción de Suspensión del empleo, cargo o comisión por el periodo de diez días impuesta al hoy actor en la resolución combatida, es excesiva porque en su lugar pudo determinarse la abstención de sancionar, de acuerdo con el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; y al no hacerlo así, la autoridad demandada fue omisa en atender la totalidad de las disposiciones legales y jurisprudenciales vigentes aplicables al caso concreto.

Lo anterior, atentos a lo determinado en párrafos que anteceden, donde se estableció que en el caso que nos ocupa, la conducta investigada no reviste gravedad en la responsabilidad en que incurrió el actor; por lo que al no haberse demostró beneficio alguno, ni existir daños o perjuicios, tampoco existieron antecedentes irregulares, no hay reincidencia, y opera a su favor el nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, circunstancias señaladas en la resolución impugnada; por lo que se actualizan los supuestos de la abstención de sancionar, ponderando adecuadamente dichas circunstancias o elementos, que deben tomarse en cuenta para emitir al hoy actor una resolución administrativa equilibrada respecto de la conducta originalmente imputada, que tuviera correspondencia entre la responsabilidad resultante y lo finalmente resuelto, procurando evitar la imposición de sanciones inequitativas, desproporcionadas y violatorias de derechos humanos; sobre todo, porque al momento de resolver, estaba vigente el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades en cita. De ahí que la autoridad demandada pudo determinar la abstención de sancionar, establecida el numeral en cita, misma que tiene la obligación de observar y aplicar, al tratarse de una facultad reglada, como se encuentra calificada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según se precisa as adelante; por lo que, la resolución de la autoridad demandada que se estudia se encuentra  indebidamente fundada y motivada.
Por tales circunstancias, resulta fundados los conceptos de impugnación que hace valer el actor, en cuanto a la sanción de Suspensión del empleo, cargo o comisión por el periodo de diez días que controvierte es excesiva; tomando en cuenta que la Contraloría General del Estado, a través de las autoridades demandadas, pudo y debió abstenerse de sancionar por única vez, al no ser reincidente, ya que es la primera vez que se le imputa una responsabilidad, que además la falta no es grave y no hubo daño patrimonial al Estado.
En ese tenor, debe decirse que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de tesis 98/2018, de la cual derivó la Tesis de Jurisprudencia 58/2018; de acuerdo con la ejecutoria respectiva, encontró que las tesis contendientes coincidían en la existencia de una facultad de abstención, pero diferían sólo en el punto relativo a decretar si era reglada o discrecional, la facultad de abstenerse de iniciar el procedimiento administrativo disciplinario o, en su caso, de imponer las correspondientes sanciones administrativas; determinándose finalmente, que dicha facultad es reglada y debe atenderse de manera obligatoria, verificando que se actualicen los supuestos a que haya lugar, para resolver lo conducente; aunado a que, el verbo “poder” al que hace referencia el artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), materia de estudio, no implica una facultad discrecional de la autoridad demandada para decidir si hace o no determinada conducta, sino que existe la obligación de llevar a cabo la conducta descrita de manera expresa en el ordenamiento y disposición legal aplicable, derivándose de ello la calificación de facultad “reglada”.

Criterio localizable en la jurisprudencia 58/2018 (10a.), aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo II,  Página: 1401, Registro: 2017185, que reza:  

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA. De la exposición de motivos que dio origen al artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que se implementó una mecánica de abreviación y simplificación cuando exista el riesgo de que se haya realizado una conducta reprochable de responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se encargue de manera exclusiva de investigar potenciales casos auténticos de gravedad, entre ellos de corrupción, descartando en ese momento otros actos donde la actuación del servidor público en la atención, trámite o resolución de asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un año, y que la inhibición se dé por una sola vez por un mismo hecho, sumado a que los efectos producidos se hubieran resarcido o desaparecido. En ese entendido, de suponer que aun cuando después de las investigaciones o revisiones practicadas se actualicen efectiva e indudablemente los supuestos a que se refiere aquel numeral, siempre que la probable infracción no sea considerada como grave por la misma ley, quede a juicio de la autoridad abstenerse o no de iniciar el procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas, se obstaculizaría la intención que se infiere del proceso legislativo y traería consigo una especie de esterilidad de la disposición. Por tanto, si la propia norma establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que efectivamente éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción considerada grave), por lo que no tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de concurrir aquéllas, si es que debe o no actuar en esos términos, pues al prever de manera concreta los supuestos específicos que generan la acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su actuar... se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de junio de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

[Énfasis añadido]
Del anterior criterio jurisprudencial, se obtienen los siguientes elementos a considerar: 

1.- Que la facultad de abstención es reglada u obligatoria, dado que la actuación de la autoridad demandada queda ajustada al marco legal que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis establecidas por el mismo, ya que no se trata de una facultad discrecional y, por tanto, no existe margen de libre apreciación.

2.- Que en consecuencia, ubicándonos en el caso que nos ocupa, si el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades aludida establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de imponer sanciones, la autoridad demandada sólo debe constatar de manera objetiva, que efectivamente se actualicen los supuestos correspondientes y, con base en ello, resolver lo que en derecho proceda.

Ello es así, pues de acuerdo con la ejecutoria del criterio jurisprudencial anteriormente transcrita, al respecto tenemos que el artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), tiene los mismos antecedentes y objetivos o finalidades, que el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (también abrogada), pues existen circunstancias que permiten a las autoridades sancionadoras abstenerse de sancionar por primera vez, cuando se actualicen los supuestos correspondientes, establecidos al efecto; y si bien es cierto, que los requisitos y condiciones señalados en el artículo 17 Bis federal, son menores y diversos a los contenidos en el numeral 72 local, también lo es, que las causas y razones que justifican tal abstención, son similares en cuanto a los resultados que el legislador pretendió obtener con la misma; como son, canalizar toda la fuerza legal y operativa del Estado sancionador en asuntos trascendentales de alto impacto económico, con los cuales pudiera lesionarse la hacienda federal, estatal o municipal, a fin de resarcir o recuperar los importes económicos respectivos, sin perderse ni adentrarse en asuntos donde por su naturaleza, desde el principio puede saberse cuáles son sus características, importancia y trascendencia, así como los daños o perjuicios ocasionados y, en su caso, los beneficios obtenidos, etcétera.

Por otra parte, se advierte que la resolución impugnada también es excesiva, pues al valorar los elementos del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, específicamente la fracción VI, “antigüedad en el servicio” se señaló que ésta se torna en perjuicio del demandado para graduar la sanción a imponer, lo que resulta ilegal, en razón de que la antigüedad en el servicio, no necesariamente obra en su perjuicio del servidor público investigado, y no debe tomarse como un factor negativo, toda vez que la mayor o menor responsabilidad no se mide en base a la experiencia para atender los asuntos, sino en la ponderación que se haga de los elementos contenidos en el artículo 76 del ordenamiento legal en consulta.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis Aislada I.7o.A.301 A, pronunciada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro: 181025, publicada en la página 1799, Tomo XX, Julio de 2004, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que refiere: 

“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales. …”
Bajo esa premisa, se determina por parte de esta Sala Unitaria que resulta ilegal la resolución impugnada, emitida por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en virtud de que dejó de aplicar las disposiciones legales debidas, pues se omitió cumplir con la facultad reglada contenida en el numeral 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; lo cual resulta ilegal, y deja en estado de indefensión al promovente, vulnerando con ello lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En consecuencia, esta Tercera Sala Unitaria determina que la resolución impugnada, se ubica en las causales de ilegalidad previstas por el numeral 250 fracciones II, III y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado en razón de que se dejaron de aplicar las disposiciones legales debidas, lo que trascendió en el sentido de la resolución impugnada; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución del procedimiento administrativo de responsabilidades número EPRA-009/2019, de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veinte; por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 252 del Código de la materia; a fin de que la citada autoridad, cumpla con los siguientes lineamientos:
1. Con fundamento en lo ordenado por el artículo 72 de la Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, toda vez que se actualizaron los requisitos o condiciones a verificar, a fin de resolver sobre la facultad reglada u obligatoria de abstenerse de sancionar, en estricta observancia y aplicación de la Tesis de Jurisprudencia 58/2018 (10a.), aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, publicada en el Libro 55, junio de 2018, Tomo II, página: 1401, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con registro: 2017185; la Contraloría General del Estado, a través de la autoridad demandada, deberá emitir una nueva resolución fundada y motivada, en la que reitere sus argumentos sobre la responsabilidad en que incurrió el hoy actor, así como lo relativo al estudio de los diversos elementos o factores de los artículos 75 y 76 fracciones II, III, IV, V, VII y VIII de la citada Ley de Responsabilidades tendente a la individualización de la sanción administrativa a imponer; pues respecto de la de la fracción I del numeral 76 en cita, en su estudio deberá prescindir de calificar como grave la conducta infractora, y en cuanto a la fracción VI del mismo numeral, deberá prescindir de señalar que la antigüedad en el servicio opera en perjuicio del actor, ello con base en los argumentos establecidos al respecto en esta resolución, así como prescindir de aplicar la sanción respectiva y, en su lugar, resolver sobre la aplicación de la facultad reglada de abstenerse de sancionar al hoy actor recurrente, toda vez que fueron satisfechos los requisitos o condiciones establecidos al respecto.
2.- La Contraloría General del Estado, en el ámbito de su competencia, y en caso de que se hay aplicado al actor la sanción de suspensión del empleo, caro o comisión por el periodo de  diez días, impuesta en la resolución que se ha declarado nula, deberá realizar las gestiones pertinentes para reintegrar al actor el pago de manera integral de los haberes dejados de percibir, considerando todas las prestaciones relacionadas con este concepto, debiendo informar a este Tribunal las gestiones realizadas.
3.- Cancelar o eliminar cualquier captura, registro o inscripción de las sanción que fue determinada, que al efecto se lleva en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, así como, en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados que se lleva en la Auditoría Superior del Estado; por lo que, en su caso, se deberán girar los comunicados relativos para cancelar cualquier inscripción al respecto; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Para lo cual, con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala la prevendrá por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, la requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe. 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

